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Resumen 
 
La Ley 1448 de 2011 en el  Parágrafo 1° del artículo 3, dispone que cuando los 
miembros de la Fuerza Pública sean víctimas en los términos definidos en 
mencionado artículo su reparación económica corresponderá por todo concepto al 
que tengan derecho de acuerdo al régimen especial que les sea aplicable. Ante tal 
decisión, resulta fundamental entrar a evaluar la pertinencia de esta norma frente al 
derecho a la igualdad y a la denominada indemnización “a forfait” que surge de la 
esfera prestacional. Y si la afectación de los derechos a la vida y a la integridad 
personal a los miembros de la fuerza Pública como consecuencia de graves 
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violaciones al DIH por parte grupos ilegales constituye un riesgo propio de la 
actividad militar. 
 
Palabras clave: 
Reparación integral para victimas miembros de la Fuerza Pública. 
 
MILITARY VICTIMS IN COLOMBIA 
AND THEIR RIGHT TO FULL COMPENSATION 
 
Abstract 
 
Law 1448 of 2011 in Paragraph 1 of Article 3, provides that when members of the 
security forces are victims in the terms defined in that article the financial 
compensation correspond in every respect to which they are entitled under the 
regime special to them applicable. Given this decision, it is essential to enter assess 
the relevance of this rule against the right to equality and the so-called compensation 
"lift pass" arising from the prestacional sphere. And if the allocation of the rights to 
life and personal integrity to members of the security forces as a result of serious 
violations of international humanitarian law by illegal groups constitutes a hazard 
inherent in military activity. 
 
Keywords: 
Full compensation for victim’s members of the security forces. 
 
INTRODUCCIÓN 
 
En un conflicto armado no internacional, como el de Colombia, existen diferentes 
tipos de asimetrías que se tienen que observar, estudiar y analizar desde diversos 
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puntos de vista como son entre otros el político, el jurídico y el sociológico. De allí 
surgen precisamente diferentes narrativas que pretenden coadyuvar la posición 
incluso de quienes se enfrentan de modo bélico, verbigracia el Estado, a través de 
su Fuerza Pública contra actores armados de carácter subversivo que desconocen 
las instituciones legítimamente constituidas y procuran mediante el uso de las armas 
tomarse el poder y modificar el sistema constitucional preestablecido. 
 
En éste escenario surgen inevitablemente actores no deseados pero reales como 
son las víctimas del conflicto armado que no solamente son capaces de entender 
su situación, sino a veces de comprender el conflicto, de perdonar y de reconstruir 
el tejido social. 
 
Desafortunadamente en el desarrollo de la sociedad, de los conflictos armados 
internos y en situaciones de violaciones de derechos humanos, a los miembros de 
la Fuerza Pública y Cuerpos de Seguridad se les ha visto como “victimarios”, y 
juzgado su actuación de manera enfática en las posibles causas de sus conductas, 
olvidando de manera injusta la labor de defensa y protección que realizan estas 
personas para defender la vida y seguridad de los colombianos, aún a costa de su 
propia vida e integridad, y más aun olvidando que son también nacionales con 
hogares, familias y proyectos de vida que las heridas, mutilaciones e incapacidades 
físicas del conflicto les han arrebatado, convirtiéndose así en verdaderas “victimas” 
de la Fuerza Pública y por ende con derecho a ser reparados de manera integral 
como cualquier otra víctima del conflicto, conforme a su realidad social, máxime en 
un momento político como el que está atravesando el País. 
 
Por suerte, esta situación ha ido mejorando y hoy día se encuentra, en la reciente 
normatividad, como son la Ley de Justicia y Paz, y la Ley de víctimas, donde se les 
reconoce tal calidad. No obstante, este reconocimiento pareciera no tener 
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relevancia alguna en cuanto a la reparación integral que se les debe conceder, por 
cuanto el legislador la equipara a la indemnización prestacional que el régimen 
especial que la Fuerza Pública les reconoce y es en este ámbito, que se debe 
valorar su adecuada interpretación, no como excluyente y con ello discriminatoria, 
en especial la situación de desigualdad en que estarían quienes prestan el servicio 
militar en calidad de conscriptos, es decir, aquellos que son reclutados de manera 
obligatoria (soldados regulares, bachilleres, campesinos etc.), los cuales no gozan 
de un régimen prestacional especial, sino como una protección complementaria a 
la prevista en el régimen de seguridad social que ampara a sus miembros conforme 
a las funestas consecuencias que les depara su especial condición de víctima del 
conflicto, resultando fundamental evaluar la pertinencia de esta norma frente a la 
denominada “indemnización a forfait” que surge de la esfera prestacional. 
 
De acuerdo con lo señalado surge entonces el siguiente interrogante: ¿Se vulnera 
el derecho constitucional a la igualdad cuando los miembros de las Fuerzas 
Militares, por pertenecer a un régimen especial, no tienen derecho a ser reparados 
de manera integral, como cualquier otra víctima del conflicto armado interno, por 
parte del Fondo Para la Reparación de las Víctimas de la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, adscrita al Departamento para la Prosperidad 
Social? 
 
Acorde con dicho planteamiento será menester realizar a manera de enfoque 
metodológico un análisis comparativo entre la noción o concepto de victima 
desarrollado por algunos organismos internacionales frente a la construida en el 
nivel nacional a partir de las directrices constitucionales, normas como la legislación 
Penal Colombiana, la ley de justicia y paz, la ley de víctimas y lo que al respecto ha 
indicado la jurisprudencia en cabeza de la Corte Constitucional y el Consejo de 
Estado, específicamente con respecto a los miembros de la Fuerza Pública y la 
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manera en que dicha normatividad ha establecido la reparación integral, analizando 
también la teoría de la indemnización “a forfait”. 
 
ANALISIS Y/O DISCUSIÓN 
 
Conforme al enfoque metodológico indicado y para responder al interrogante 
planteado, resulta necesario efectuar un análisis desde el contexto social, militar, 
político y jurídico que nos permita visualizar el deber ser dentro de la llamada justicia 
social incluyente e igualitaria. 
 
Para ello que mejor que seguir al maestro Ferrari, cuando señala: “Estudiar el 
derecho como modalidad de acción social, significa indagar sobre las acciones 
humanas que en él se inspiran” (Ferrari, 2006, pág. 17) 
 
O como bien lo señala Lozada: “…el tema de las causas que suscitaron la creación 
de ciertas normas jurídicas se vincula estrechamente con la estructura social 
imperante. Las normas vigentes son resultado de la imposición de un criterio 
mayoritario o de elite; apoyado en el consentimiento, el mero acatamiento o en la 
fuerza ya sea de una elite, una clase o una mayoría. Las normas vigentes serán la 
expresión del poder de un grupo o clase sobre otros, o bien el compromiso entre 
grupos o clases. Esa estructura social estará reflejada en el ordenamiento jurídico, 
tanto en lo referente a lo que los súbditos y funcionarios pueden o no hacer, cuanto 
a las vías institucionalizadas de acceso al poder, que posibilitan la creación y 
aplicación de normas favorables al propio grupo o clase.” (Lozada, 2009, pág. 499) 
 
Así las cosas, y teniendo clara la relevancia del estudio de las relaciones entre el 
derecho y el comportamiento social, resulta conducente analizar el contexto en el 
cual se ha desarrollado durante más de cincuenta años un conflicto armado como 
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el que se vive en Colombia, con múltiples causas y consecuencias funestas, que 
exigen por parte del Estado no solo un ánimo reconciliatorio, sino la 
correspondencia positiva de su deber de protección de los derechos de todos los 
ciudadanos, en especial de aquellos que participan directamente en el conflicto 
armado, dándoles el reconocimiento del valor intrínseco a su condición de ser 
humano, sin importan su condición o posición, ya que lo que se debe procurar es la 
tutela efectiva del respeto a su dignidad, no pudiéndose asumir la pérdida de vidas 
humanas o las lesiones de los miembros de las Fuerzas Armadas como una simple 
estadística, siendo la declaración y reconocimiento de las victimas militares, a partir 
de escuchar sus complejas y difíciles realidades, el primero y más importante paso 
para una verdadera protección de sus derechos y garantías en el largo camino de 
la justicia. 
 
Dentro de éste contexto y siguiendo a Delgado, podría decirse que: “La persistente 
presencia de la violencia en Colombia ha hundido sus raíces en sucesivas 
generaciones, incrementando la espiral ascendente de la venganza, 
retroalimentando el ciclo de la violencia y tornando cada día más lejanas las 
posibilidades de la paz y de la reconciliación. 
 
La reconciliación, en su dimensión de verdad, superación de la impunidad, 
reparación integral y reconstrucción, es el único camino posible para la redención 
de las víctimas de la violencia, el cierre del ciclo de las violencias y la construcción 
de una paz estable y duradera en Colombia. 
(…) 
El proceso de la reconciliación requiere tener en cuenta las voces de las víctimas 
de la violencia, a fin de que pueda cerrarse el ciclo de la violencia y construirse una 
paz estable y duradera.  
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Teniendo en cuenta las voces de las víctimas, el acumulado de experiencia de los 
procesos nacionales e internacionales de negociaciones de paz, y las experiencias 
nacionales e internacionales de reconciliación, es indiscutible que una paz duradera 
sólo puede soportarse en un proceso de reconciliación, entendido como derecho a 
la verdad, a la justicia y a la reparación integral.” (Delgado, 2003) 
 
Conforme a éste precepto, resulta válido señalar que los ejércitos han sido creados 
para salvaguardar y proteger a la población civil y en general al Estado de cualquier 
tipo de vulneración o amenaza a los derechos de los primeros o a las estructuras 
del segundo y que el desarrollo de un conflicto armado interno como el de Colombia 
donde los grupos armados ilegales en la mayoría de los casos no reconocen, ni 
aplican las normas del Derecho Internacional Humanitario, sin respeto alguno por el 
orden constitucional vigente pretenden un reconocimiento político sin una real 
voluntad de cambio, donde se vulneren derechos humanos, deja en una situación 
apremiante a las instituciones estatales y a quienes en virtud del valor jurídico y su 
fuerza moral han decidido como opción de vida la protección y defensa del orden 
constitucional, la seguridad del Estado y la de sus ciudadanos, llegando en 
ocasiones a ser llamados como los héroes de la patria, pero poco se ha desarrollado 
en torno a su condición como sujeto de Derechos Humanos tal y como lo contempla 
la normatividad nacional e internacional siendo no solo sujeto activo del conflicto en 
su condición de combatiente y a veces estigmatizados como victimarios, sino 
también sujeto pasivo cuando ha dejado dicha condición de combatiente o incluso 
cuando se han presentado situaciones de violación al Derecho Internacional de los 
Conflictos Armados, tal y como lo expresa Lukes cuando dice: “…Defender los 
derechos humanos no significa simplemente proteger a los individuos, también 
significa proteger las actividades y relaciones que hacen sus vidas más valiosas, 
actividades y relaciones que no pueden concebirse reductivamente como simples 
bienes individuales”. (Lukes, 1994) 
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En éste orden de ideas es claro que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional tienen 
bajo su responsabilidad la obligación de proteger las libertades y seguridad del 
Estado y de sus habitantes, pero a su vez el Estado tiene el deber de proteger y 
respetar los derechos de los miembros de la Fuerza pública, por eso resulta valido 
preguntarse la razón por la cual se dificulta el reconocimiento adecuado a sus 
miembros en sus derechos y garantías individuales, al ser de igual manera sujetos 
de derechos y nacionales colombianos que han dedicado sus vidas y esfuerzos en 
la búsqueda de la protección del régimen constitucional y permanencia del Estado 
legítimamente constituido, cuyo cifra para el año 2015 alcanzó la suma de 8.239 
víctimas militares registradas ante el Fondo Para la Reparación de las Víctimas de 
la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, adscrita al 
Departamento para la Prosperidad Social, conforme se verifica en el siguiente 
cuadro: 
 
 
FUERZA 
NUMERO DE 
VICTIMAS 
 
FUENTE 
Ejército 6.281 
Dirección de Apoyo a la Justicia Transicional, 
Post-conflicto y Victimas 
Armada 1.172 
Departamento de Derechos humanos y DIH – 
Oficina de Víctimas y Defensa Institucional 
Fuerza Aérea 157 
Dirección de Análisis de Contexto, Post-
conflicto y Víctimas 
Policía 
Nacional 
629 
Inspección General Policía Nacional 
TOTAL 8.239  
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En éste sentido, los principios fundamentales de justicia para las víctimas de un 
conflicto armado unido al conjunto de principios para la protección y promoción de 
los Derechos Humanos, debe ser general y no debe tener distinción alguna, solo 
por éste medio se podrá alcanzar la plena vigencia del respeto al Principio 
Constitucional de la igualdad y con ello de una adecuada justicia distributiva. 
 
Por ello, las directrices básicas sobre el Derecho de las Víctimas de violaciones a 
las normas internacionales de Derechos Humanos, les da la posibilidad de ser 
reconocidas como tales, lograr su adecuada reparación, obteniendo el derecho de 
una indemnización por el daño causado y la garantía de su rehabilitación, sin 
embargo la realidad de los miembros de las Fuerzas Armadas y de Policía que por 
cumplir con su deber constitucional y legal velando por la protección de los 
Colombianos y sus instituciones, cuando han sido víctimas con secuelas 
permanentes, mutilaciones  y un sin número de afecciones físicas y psicológicas se 
ven obligados a la reclamación de su reconocimiento por vía judicial y no de manera 
automática como debería ser si hubiera una verdadera inclusión legislativa 
igualitaria.    
 
Conforme a lo anterior, se precisa entonces verificar en el contexto internacional 
como se maneja el concepto de víctima para luego examinar en el ámbito nacional 
su regulación jurídica. 
 
Es así que resulta necesario trasladarnos al ámbito internacional donde se 
consagran normas de protección humanitaria en el que prevalece en todo sentido 
el trato humanitario igualitario para todas las personas afectadas en un conflicto 
armado. En este sentido resulta fundamental referir algunos de los 
pronunciamientos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), conforme lo 
señala el autor Jorge Carvajal, cuando indica: 
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 “El acontecimiento más relevante fue la creación de la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU) el 24 de octubre de 1945, cuyos 
objetivos inaugurales fueron mantener la paz y la seguridad 
internacional, reafirmar el valor de los derechos fundamentales y 
fomentar las relaciones entre países. 
(…) 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos, proclamada el 
10 de diciembre de 1948 por la ONU, fue el punto de partida del nuevo 
papel del derecho internacional. A partir de esta declaración, las 
Naciones Unidas y otras instancias de carácter multilateral 
desarrollaron convenciones, tratados y convenios, dando origen a un 
complejo sistema de derecho internacional de los derechos humanos. 
 
El derecho internacional de los derechos humanos constituye hoy en 
día un sistema amplio y complejo de pactos, convenciones y acuerdos 
que complementan el texto de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos; documento de las Naciones Unidas que marca 
un hito en la defensa de la dignidad del ser humano en el mundo. 
(…) 
El papel de los espacios políticos de derecho internacional, como es 
el caso de la Organización de Naciones Unidas, frente al tratamiento 
de los conflictos ha cambiado, debido a que la ONU deja de ser un 
lugar de debate propio de la diplomacia internacional, para convertirse 
en un espacio político en el cual se discuten conflictos sociales 
relacionados con problemas de reconocimiento.” (Carvajal, 2012, pág. 
89 y 90) 
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Y es allí en el seno de la Organización de Naciones Unidas, más exactamente en la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, donde mediante Resolución 40/34 del 
29 de Noviembre de 1985, al adoptar la Declaración sobre los principios 
fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, en que 
se desarrolló el concepto de víctima en los siguientes términos: 
 
“1. Se entenderá por ‘víctimas’ las personas que, individual o 
colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o 
mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo 
sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de 
acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los 
Estados Miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder. 
 
2. Podrá considerarse ‘víctima’ a una persona, con arreglo a la 
presente Declaración, independientemente de que se identifique, 
aprehenda, enjuicie o condene al perpetrador e independientemente 
de la relación familiar entre el perpetrador y la víctima. En la expresión 
‘víctima’ se incluye además, en su caso, a los familiares o personas a 
cargo que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las 
personas que hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima 
en peligro o para prevenir la victimización. 
 
3. Las disposiciones de la presente Declaración serán aplicables a 
todas las personas sin distinción alguna, ya sea de raza, color, sexo, 
edad, idioma, religión, nacionalidad, opinión política o de otra índole, 
creencias o prácticas culturales, situación económica, nacimiento o 
situación familiar, origen étnico o social, o impedimento físico”. 
(Resolución No. 40/34 - Asamblea General de la ONU, 1985) 
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Posteriormente, la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas  
mediante Resolución  60/147 del 16 de Diciembre de 2005, aprueba  los Principios 
y Directrices básicas sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de 
las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 
Derecho Internacional Humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones, y 
en ella trae un concepto más amplio de víctima, al señalar:  
 
“V. Víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales 
de derechos humanos y de violaciones graves del derecho 
internacional humanitario 
(…) 
8. A los efectos del presente documento, se entenderá por víctima a 
toda persona que haya sufrido daños, individual o colectivamente, 
incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas 
económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, 
como consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una 
violación manifiesta de las normas internacionales de derechos 
humanos o una violación grave del derecho internacional humanitario. 
Cuando corresponda, y en conformidad con el derecho interno, el 
término “víctima” también comprenderá a la familia inmediata o las 
personas a cargo de la víctima directa y a las personas que hayan 
sufrido daños al intervenir para prestar asistencia a víctimas en peligro 
o para impedir la victimización. 
 
9. Una persona será considerada víctima con independencia de si el 
autor de la violación ha sido identificado, aprehendido, juzgado o 
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condenado y de la relación familiar que pueda existir entre el autor y 
la víctima”. (Resolución 60/147 - Asamblea General de la ONU, 2005) 
 
Dichas resoluciones, permiten evidenciar el concepto de víctima circunscrito a 
delitos cometidos en contextos diferentes. En efecto, la primera la referencia a las 
víctimas de delitos “comunes” y del abuso de poder, mientras que la segunda 
conoce de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del Derecho Internacional Humanitario, 
no obstante, es de resaltar de ambas definiciones la mención que se hace de los 
familiares de la víctima, a las que también se les califica como víctimas y el alcance 
que le dan al daño, extendiéndolo a las lesiones físicas o mentales, sufrimiento 
emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de los derechos 
fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la 
legislación penal ya sea nacional o internacional. 
 
Conforme a lo anterior se puede evidenciar como los procesos sociopolíticos 
también influyen en la forma de concebir y entender el concepto de víctima de 
acuerdo con el entorno criminal en el cual se presenta. Por ello, resulta determinante 
el estudio y análisis que se debe efectuar sobre los individuos, los hechos y las 
implicaciones que recaen sobre los actores de los conflictos armados y como se 
articulan las posiciones, sin perder de vista su aplicabilidad en la cual se delimitan 
las características propias de una víctima con el fin de velar por su protección y 
restitución de sus derechos, dando lugar a la integración e inclusión socio cultural 
dentro del concepto de estado natural en cualquier grupo social. 
 
En éste sentido vemos como el Protocolo II de 1977, adicional a los cuatro 
Convenios de Ginebra de 1949, aplica el Principio de Protección Humanitaria a 
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todas las personas afectadas en un conflicto como se verifica en su artículo 2 
cuando señala: 
 
“Artículo 2. Ámbito de aplicación personal   
 
1. El presente Protocolo se aplicará sin ninguna distinción de carácter 
desfavorable por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión o 
creencia, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, 
fortuna, nacimiento u otra condición o cualquier otro criterio análogo 
(denominada en adelante distinción de carácter desfavorable), a todas 
las personas afectadas por un conflicto armado en el sentido del 
artículo 1. 
 
2. Al fin del conflicto armado, todas las personas que hayan sido 
objeto de una privación o de una restricción de libertad por motivos 
relacionados con aquél, así como las que fuesen objeto de tales 
medidas después del conflicto por los mismos motivos, gozarán de la 
protección prevista en los artículos 5 y 6 hasta el término de esa 
privación o restricción de libertad.” 
 
Norma de carácter internacional que es de carácter obligatorio en el Estado 
Colombiano de acuerdo con lo señalado en el bloque de constitucionalidad derivado 
del artículo 93 de la Constitución Política de Colombia, respecto de lo cual la Corte 
Constitucional en Sentencia C-225 de 1995, indicó: 
 
“El derecho internacional humanitario ha sido fruto esencialmente de 
unas prácticas consuetudinarias, que se entienden incorporadas al 
llamado derecho consuetudinario de los pueblos civilizados. Por ello, 
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la mayoría de los convenios de derecho internacional humanitario 
deben ser entendidos más como la simple codificación de 
obligaciones existentes que como la creación de principios y reglas 
nuevas. Así, esta Corporación, en las sentencias citadas, y en 
concordancia con la más autorizada doctrina y jurisprudencia 
internacionales, ha considerado que las normas de derecho 
internacional humanitario son parte integrante del ius cogens. Ahora 
bien, al tenor del artículo 53 de la Convención de Viena de 1969 sobre 
el derecho de los tratados, se entiende por norma ius cogens o norma 
imperativa de derecho internacional general "una norma aceptada y 
reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto 
cono norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser 
modificada por una norma ulterior de derecho internacional general 
que tenga el mismo carácter". Por ello, según este mismo artículo de 
la Convención de Viena, todo tratado que contradiga esos principios 
es nulo frente al derecho internacional. Esto explica que las normas 
humanitarias sean obligatorias para los Estados y las partes en 
conflicto, incluso si éstos no han aprobado los tratados respectivos, 
por cuanto la imperatividad de esta normatividad no deriva del 
consentimiento de los Estados sino de su carácter consuetudinario.” 
(Martínez, 1995) 
  
Conforme a lo señalado, resulta claro entonces que las normas humanitarias son 
de carácter obligatorio en su aplicación para los Estados que han suscrito este tipo 
de Convenios para ser aplicadas a todos sus ciudadanos independientemente que 
sean de la Fuerza Pública o de grupos armados al margen de la ley y por 
consiguiente a todo tipo de víctima de un conflicto armado interno, lo cual exige, 
como ya se indicó, que la autoridad política y legislativa incluyan en el derecho 
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positivo, esas garantías constitucionales y supraconstitucionales, de las víctimas 
militares en condiciones de igualdad con respecto a las demás víctimas, en un 
primer paso dentro de la llamada justicia restaurativa, distributiva y equitativa. 
 
Ahora bien, al efectuar un recorrido legal, constitucional y jurisprudencial, 
encontramos en el ámbito nacional que la Constitución Política de Colombia no trae 
propiamente una definición de víctima, no obstante, en el numeral 4 del artículo 250 
hace mención a ellas al disponer como una función de la Fiscalía General de la 
Nación la de: “Velar por la protección de las víctimas, testigos e intervinientes en el 
proceso”. Luego la Corte Constitucional mediante sentencia T-275 de 1994 señaló 
que la dignidad de la persona no se protege únicamente con la indemnización 
patrimonial, sino que es menester asegurar la verdad y la justicia en las 
investigaciones, todo ello en favor de los intereses de las víctimas y sus familiares. 
 
Más tarde, ésta misma Corte por medio de la sentencia C-1149 de 2001, donde se 
declara la exequibilidad condicionada del artículo 305 del Código Penal Militar (Ley 
522 de 1999), señaló con respecto al derecho que tienen las víctimas a la 
reparación, lo siguiente:  
 
“… la constitución de parte civil en el proceso penal militar tiene por 
objeto exclusivo el impulso procesal para contribuir a la búsqueda de 
la verdad de los hechos,… 
(…) 
El derecho de las víctimas y perjudicados con el reato a intervenir en 
el proceso penal constituyéndose para ello en parte civil, se justifica 
en cuanto como sujetos procesales colaborarán con la administración 
de justicia en procura de obtener la verdad de los hechos y la 
responsabilidad penal del sujeto activo del delito, no sólo en 
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cumplimiento del deber impuesto por el constituyente, sino por el 
interés particular de obtener la reparación del daño.” (Araujo, 2001) 
 
Y a su vez, dicha sentencia declaró inexequible el aparte del artículo 107 Ibídem 
referido a que la reparación debía adelantarse a través de las acciones contencioso- 
administrativas. 
 
Posteriormente, al decidir la Corte Constitucional sobre la exequibilidad del artículo 
137 de la Ley 600 de 2000 (Código de Procedimiento Penal) mediante sentencia C-
228 de 2002, comenzó a elaborar precisiones conceptuales relativas al tema de las 
víctimas y a referirse sobre los pronunciamientos de las Naciones Unidas, 
señalando al respecto que los términos perjudicado, víctima y parte civil no eran 
conceptualmente coincidentes. Respecto de la víctima, indicó: Es la persona en 
quien se materializa la conducta típica; mientras que perjudicado resultaba ser quien 
hubiese sufrido cualquier daño, a propósito del delito; mientras que parte civil era la 
calificación procesal que adquiría una parte concreta dentro del ejercicio de la 
acción penal. Sin embargo, para la Corte la víctima en mayor o menor medida era 
un perjudicado, que si actuaba dentro del proceso penal era, además, parte civil. 
Igualmente, concluyó la Corte, que tanto víctimas como perjudicados, tenían tres 
clases de derechos: verdad, justicia y reparación, de tal suerte que sus pretensiones 
no quedaron agotadas, como había sido tradición, en la mera búsqueda del 
resarcimiento. 
 
En el año 2003 con la aprobación del Acto Legislativo 03 de 2002, mediante el cual 
se modificó el artículo 250 de la Constitución Política y se autorizó la implementación 
del Sistema Penal Acusatorio, al asignarle nuevas funciones a la Fiscalía se hizo 
mención a los derechos de las víctimas, entre ellos el de la reparación integral: 
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a) Requerir al juez de control de garantías las medidas necesarias para la protección 
de las víctimas. 
 
b) Requerir al juez de conocimiento, las medidas judiciales necesarias para la 
asistencia a las víctimas y disponer el restablecimiento del derecho y la reparación 
integral de los afectados con el delito. 
 
c) Velar por la protección a las víctimas en el proceso penal. 
 
Posteriormente y como desarrollo del Acto Legislativo 03 de 2002, se consolidó el 
Código de Procedimiento Penal mediante la Ley 906 de 2004, la cual introdujo una 
definición del concepto de víctima y reguló sus derechos procesales. 
 
Es así, como el Código de Procedimiento Penal – Ley 906 de 2004- en su artículo 
132 define a la víctima como: “…las personas naturales o jurídicas y demás sujetos 
de derechos que individual o colectivamente hayan sufrido algún daño directo como 
consecuencia del injusto.   
 
La condición de víctima se tiene con independencia de que se identifique, 
aprehenda, enjuicie o condene al autor del injusto e independientemente de la 
existencia de una relación familiar con este.” - La expresión “directo” fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional. Expediente D-6554 Sentencia C-516 de 
2007 -. 
 
De la lectura de dicho artículo se observa que su contenido se ajusta a los 
estándares definidos en los instrumentos internacionales referidos en anteriores 
párrafos. 
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Conforme a lo señalado podría pensarse, de una manera desprevenida, que 
cualquier afectación contra la vida o integridad personal que sufran los miembros 
de la Fuerza Pública en la defensa y protección de todas las personas en Colombia, 
en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades – según lo 
dispuesto en el artículo 2 de la Constitución Política - y en la defensa de la soberanía 
del territorio nacional y del orden público, así como el mantenimiento de las 
condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para 
asegurar que los habitantes de Colombia vivan en paz en cumplimiento de la misión 
constitucional que les impone la Constitución Política en sus artículos 217 y 218, 
serían inherentes al riesgo propio de la actividad militar y que por consiguiente no 
podrían ostentar en modo alguno la condición de: “Victima del Conflicto Armado”.  
 
No obstante, y como ya se indicó, existen normas de carácter internacional que 
regulan la conducción de las hostilidades limitando el derecho de las partes en 
conflicto a elegir libremente los métodos y medios en la guerra (Derecho de la Haya) 
y otras dirigidas a la protección de las personas que no participen o hayan dejado 
de participar en las hostilidades (Derecho de Ginebra), derechos que buscando un 
mismo fin se unieron en 1979 en la aprobación de los dos Protocolos adicionales a 
los cuatro Convenios de ginebra de 1949 con el fin de actualizar las disposiciones 
previstas para la protección de víctimas y la conducción de hostilidades; normas 
que por expresa disposición del artículo 93 de la Constitución Política de Colombia 
hacen parte del bloque de constitucionalidad y por lo tanto son de obligatorio 
cumplimiento y aplicación. 
 
Así mismo, resulta necesario indicar que la aplicación del Protocolo II, antes 
referido, no implica necesariamente que se haya producido una declaratoria de 
guerra, sino la sola existencia de un conflicto entre las partes aun cuando no se 
reconozca tal situación por alguna de ellas; lo que obliga a las partes en conflicto a 
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la adopción de reglas fundamentales mínimas a aplicar dentro de los conflictos de 
carácter no internacional como materialización del Ius Cogens, toda vez que no 
pueden afectar la condición de personas protegidas, cuyos derechos son 
irrenunciables, y el incumplimiento de tales normas implica la comisión de graves 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario, según lo dispuesto en los cuatro 
convenios de ginebra y sus protocolos adicionales, así como los delitos de crímenes 
de guerra previstos en el artículo 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional, aprobado en Roma (Italia), el 17 de julio de 1998. Significa entonces 
que a la luz de la normatividad internacional que protege los derechos humanos, 
resulta claro diferenciar entre los riesgos propios de la actividad militar, y ser víctima 
de un delito internacional o una grave violación al Derecho Internacional 
Humanitario. 
 
En este orden de ideas, es preciso indicar que en aquellos eventos en que los 
miembros de la Fuerza Pública sufren una afectación en su vida o en su integridad 
con ocasión del actuar delictivo de los miembros de las organizaciones al margen 
de la ley, es obligación del Estado no solo reconocer su condición de víctima ya sea 
por graves violaciones al Derecho Internacional Humanitario o por crímenes de 
guerra, sino también de implementar y ejecutar en su favor todas las medidas de 
reparación integral establecidas en la normatividad internacional y domestica  para 
las víctimas en general. 
 
Así lo entendió el legislador cuando expidió la ley 975 del 25 de julio de 2005 - “Por 
la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos 
armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la 
consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos 
humanitarios”— o también denominada Ley de Justicia y Paz, cuando en su artículo 
5º definió a la víctima en los siguientes términos: 
  
 
 
22 
 
 
 
 
“ARTICULO 5º. DEFINICION DE VÍCTIMA. Para los efectos de la 
presente ley se entiende por víctima la persona que individual o 
colectivamente haya sufrido daños directos tales como lesiones 
transitorias o permanentes que ocasiones algún tipo de discapacidad 
física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento 
emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus derechos 
fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que 
hayan transgredido la legislación penal, realizadas por grupos 
armados organizados al margen de la ley. 
 
También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera 
permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, primero 
civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o 
estuviere desaparecida. 
 
La condición de víctima se adquiere con independencia de que se 
identifique, aprehenda procese o condene al autor de la conducta 
punible y sin consideración a la relación familiar existente entre el autor 
y la víctima. 
 
Igualmente se considerarán como víctimas a los miembros de la 
Fuerza Pública que hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes 
que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial 
(visual o auditiva), o menoscabo de sus derechos fundamentales, 
como consecuencia de las acciones de algún integrante o miembros 
de los grupos armados organizados al margen de la ley. 
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Asimismo, se tendrán como víctimas al cónyuge, compañero  o 
compañera permanente y familiares en primer grado de 
consanguinidad, de los miembros de la fuerza pública que hayan 
perdido la vida en desarrollo de actos del servicios, en relación con el 
mismo, o fuera de él, como consecuencia de los actos ejecutados por 
algún integrante o miembros de los grupos organizados al margen de 
la ley.” 
 
Significa entonces, que ya la legislación colombiana reconoce a los militares, a su 
cónyuge y a sus familiares en la condición de victimas como consecuencia de 
actuaciones ilegales perpetradas por los miembros de las organizaciones al margen 
de la ley, lo cual constituye un importante y justo reconocimiento a quienes en el 
cumplimiento de su deber son vilmente atacados o asesinados en condiciones de 
indefensión, con métodos y/o medios prohibidos por el Derecho de la Haya o cuando 
ya han dejado de ser combatientes a la luz del Derecho Internacional Humanitario.  
 
Dicha norma ha tenido su desarrollo jurisprudencial mediante sentencias de la Corte 
Constitucional, pudiéndose citar a manera de ejemplo la C-370 de 2006, donde se 
refiere al amplio margen de derechos que tienen las victimas en cuanto a verdad, 
justicia y reparación, además de la simple pretensión indemnizatoria, cuando 
señala:  
 
“Es claro que actualmente se encuentra superada la concepción 
reductora de los derechos de las víctimas a una simple pretensión 
indemnizatoria. La adaptación de los derechos de las víctimas a los 
estándares internacionales a través de la jurisprudencia, comporta el 
reconocimiento de que los derechos universales a la verdad, la justicia 
y la reparación, llevan implícita la potestad de intervenir en todas las 
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fases de la actuación, en desarrollo del derecho de acceder a la 
justicia en condiciones de igualdad. Este acceso, en condiciones de 
igualdad, se deriva del carácter bilateral del derecho a un  recurso 
judicial efectivo en virtud del cual los derechos de las víctimas no 
pueden verse menguados en relación con los que asisten al 
procesado. La consideración contemporánea de la víctima como 
protagonista activo del proceso, conduce al goce de estándares de 
protección similares a los de otros intervinientes en el proceso.” 
(Cepeda, 2006) 
 
De igual forma, esta sentencia establece unos pilares fundamentales para sustentar 
y explicitar adecuadamente el legítimo derecho de los militares a ser considerados 
como víctimas de acuerdo con lo señalado en los Convenios de Ginebra de 1949 y 
sus dos protocolos adicionales de 1977, los cuales, como ya se dijo, hacen parte 
integral del llamado Bloque de Constitucionalidad, resultando por tanto vinculantes. 
Conclusión a la que se llegó con base en los siguientes argumentos: 
 
1) De dicha normatividad internacional vinculante, no se desprende una 
prohibición para el Estado Colombiano de conceder o atribuir el estatus de 
víctima a los miembros de la Fuerza Pública. 
 
2) El protocolo II refiere que se aplicará sin ninguna distinción de carácter  
desfavorable por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión o creencia, 
opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, fortuna, nacimiento 
u otra condición o criterio analógico a todas las personas afectadas por el 
conflicto armado en los términos a que en él se alude. De donde se concluye 
que el propio Protocolo proscribe las discriminaciones en relación con las 
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personas afectadas por el conflicto, dentro de las cuales necesariamente han 
de incluirse a los propios combatientes. 
 
3) La norma no entraña violación al Principio de Distinción, pues de lo que se trata 
no es de asimilar a los civiles con los combatientes para someterlos a una 
situación prohibida por los textos internacionales, sino que se trata simplemente 
del otorgamiento a los miembros de la Fuerza Pública, para efectos de la ley 
analizada, el carácter de víctimas. Se trata más bien de una norma interna más 
garantista que las previstas en el ordenamiento internacional. 
 
4) Finalmente se indica que se trata de una protección complementaria a la 
prevista en el régimen de seguridad social que ampara a los miembros de la 
Fuerza Pública respecto de los riesgos que no se encuentran cobijados por el 
sistema. 
 
Así mismo, se puede observar como en la sentencia C-454 de 2006, la Corte 
Constitucional acentúa la aplicación de los principios y preceptos constitucionales 
en los que se debe fundar el concepto de víctima, los cuales sirvieron de base para 
interpretar las garantías que tienen todas las víctimas cuando exigen sus derechos, 
así: 
 
“Esta reconceptualización de los derechos de las víctimas, a partir de 
la Constitución, se funda en varios principios y preceptos 
constitucionales: (i) En el mandato de que  los derechos y deberes se 
interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por Colombia (Art. 93 CP); (ii) en el 
hecho de que el Constituyente hubiese otorgado rango  constitucional, 
a los derechos de las víctimas (Art. 250 num. 6 y 7 CP); (iii) en el deber 
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de las autoridades en general, y las judiciales en particular, de 
propender por el goce efectivo de los derechos de todos los residentes 
en Colombia y la protección de los bienes jurídicos (Art. 2° CP); (iv)  en 
el principio de dignidad humana que promueve los derechos a saber 
qué ocurrió, y a que se haga justicia (Art.1° CP); (v) en el principio del 
Estado Social de Derecho que promueve la participación,  de donde 
deviene que la intervención de las víctimas en el proceso penal no 
puede reducirse exclusivamente a pretensiones de carácter 
pecuniario; (vi) y de manera preponderante del derecho de acceso a 
la administración de justicia, del cual se derivan garantías como la de 
contar con procedimientos idóneos y efectivos para la determinación 
legal de los derechos y las obligaciones, la resolución de las 
controversias planteadas ante los jueces dentro de un término 
prudencial y sin dilaciones injustificadas, la adopción de decisiones 
con el pleno respeto del debido proceso, así como la existencia de un 
conjunto amplio y suficiente de mecanismos para el arreglo de 
controversias.” (Córdoba, 2006) 
 
Finalmente y con respecto a éste punto de las víctimas, resulta pertinente citar la 
sentencia C-936 de 2010, donde la Corte Constitucional puntualiza respecto de la 
aplicación de los estándares internacionales, lo siguiente: 
 
“La jurisprudencia constitucional colombiana ha incorporado en el 
orden interno, los estándares internacionales establecidos en los 
sistemas de protección de  protección de derechos humanos, 
respecto de los derechos de las víctimas de graves violaciones de 
derechos humanos y graves infracciones al derecho internacional 
humanitario, extendiendo sus contenidos a las víctimas de los delitos 
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en general. En tal sentido ha entendido que los derechos de las 
víctimas, incorporan el  derecho a la verdad, el derecho a que se haga 
justicia en el caso concreto, es decir, el derecho a que no haya 
impunidad, y el derecho a la reparación integral del daño que se ha 
ocasionado a la víctima o a los perjudicados con el delito. El derecho 
a la justicia incluye el deber del Estado de investigar y sancionar 
adecuadamente a los autores y partícipes de los delitos, así como el 
derecho de las víctimas a un recurso judicial efectivo. Por su 
relevancia para este análisis de constitucionalidad se hará una breve 
referencia a este último.” (Vargas, 2010) 
 
Con base en lo establecido en la llamada Ley de Justicia y Paz, así como en sus 
desarrollos jurisprudenciales referenciados y avanzando hacia una situación de 
postconflicto el legislador expidió la Ley 1448 de 2011 – “Por la cual se dictan 
medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto 
armado interno” – definiendo en su artículo tercero la condición de víctima en los 
siguientes términos: 
 
“ARTÍCULO 3o. VÍCTIMAS. Se consideran víctimas, para los efectos 
de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan 
sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 1985, 
como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas 
internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del 
conflicto armado interno. 
 
También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera 
permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de 
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consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se 
le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. A falta de estas, lo 
serán los que se encuentren en el segundo grado de consanguinidad 
ascendente. 
 
De la misma forma, se consideran víctimas las personas que hayan 
sufrido un daño al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para 
prevenir la victimización. 
 
La condición de víctima se adquiere con independencia de que se 
individualice, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta 
punible y de la relación familiar que pueda existir entre el autor y la 
víctima. 
 
PARÁGRAFO 1o. Cuando los miembros de la Fuerza Pública sean 
víctimas en los términos del presente artículo, su reparación 
económica corresponderá por todo concepto a la que tengan derecho 
de acuerdo al régimen especial que les sea aplicable. De la misma 
forma, tendrán derecho a las medidas de satisfacción y garantías de 
no repetición señaladas en la presente ley. (…)”  
 
De la lectura de las dos definiciones que nos traen las normas antes transcritas, es 
decir la Ley de Justicia y Paz y la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, resulta 
importante detenernos un poco para efectuar un análisis comparativo sobre algunos 
aspectos de gran importancia en cuanto a la diferenciación que hacen del contexto 
y del derecho a la reparación en el caso de las víctimas militares. Es así como vemos 
que conforme la descripción de la ley 975 de 2005 el militar que resulte afectado por 
cualquier tipo de acción criminal cometida por los miembros de las organizaciones 
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armadas al margen de la ley, tendrá el derecho a ser reconocido como víctima sin 
que para ello sea relevante el contexto en que se produzca, mientras  que la ley 
1448 del 10 de junio de 2011 ciñe tal calidad a la existencia de un conflicto armado. 
 
De igual manera resulta importante resaltar que en la ley de justicia y paz las 
víctimas de las Fuerza Pública independientemente de la indemnización  
prestacional – a forfait - que reciban tienen derecho a ser indemnizados por los  
miembros de los grupos armados que resulten beneficiaros de mencionada ley, y 
de no ser posible individualizar al sujeto activo pero se compruebe el daño y el nexo 
causal con las actividades del Grupo Armado Ilegal, se ordenará la reparación a 
cargo del Fondo Para la Reparación de las Víctimas de la Unidad para la Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas, adscrita al Departamento para la Prosperidad 
Social. Cosa diferente ocurre en la Ley de víctimas, toda vez que dispone que  
cuando los miembros de la Fuerza Pública sean víctimas en los términos del artículo 
3º, su reparación económica corresponderá por todo concepto al que tengan 
derecho de acuerdo al régimen especial que les sea aplicable, lo cual resulta a todas 
luces injusto y vulnera flagrantemente el derecho constitucional a la igualdad, pues 
equipara a las víctimas de delitos de graves infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario o crímenes de guerra con las víctimas de un accidente de tránsito, 
aéreo o de un accidente de trabajo. 
 
Partiendo de la premisa, que la expedición de la ley posterior no supuso la 
derogación del concepto de víctima definido en leyes anteriores y con ello los 
derechos que se le reconocen a las mismas, es preciso concluir en su coexistencia. 
De tal manera que un miembro de la Fuerza Pública al igual que cualquier persona 
natural podría ser víctima en los términos del artículo 132 del Código de 
Procedimiento Penal – Ley 906 de 2004-, del artículo 5º de la ley 975 del 25 de julio 
de 2005 y del 3º de la Ley 1448 de 2011, dependiendo del contexto y de la clase de 
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victimario, esto es, si el hecho delictivo se produjo en el contexto de un conflicto 
armado o no, si el o los victimarios son personas o delincuentes comunes, o si son 
miembros de un grupo armado al margen de la ley, y si ostentando tan calidad se 
han acogido o no a la Ley de Justicia y Paz. 
 
En este orden de ideas, tenemos que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
11 Literal c) de la Ley 906 de 2004, las víctimas tienen entre otros derechos el de 
una pronta e integral reparación de los daños sufridos, a cargo del autor o partícipe 
del injusto o de los terceros llamados a responder en los términos de la mencionada 
ley, reparación que en concordancia con lo previsto en el artículo 97 del Código 
Penal - Ley 599 de 2000-, podría ascender hasta mil (1000) salarios mínimos legales 
mensuales.  
 
Por  su parte la Ley de Justicia y Paz en el párrafo tercero del artículo 8º establece 
que la indemnización consiste en compensar los perjuicios causados por el delito, y 
en el artículo 42 el deber de reparar a las víctimas de las conductas punibles a cargo 
de los miembros de los grupos armados que resulten beneficiados con las 
disposiciones de mencionada ley, Igualmente, cuando no se haya logrado 
individualizar al sujeto activo pero se compruebe el daño y el nexo causal con las 
actividades del Grupo Armado Ilegal, se ordenará la reparación a cargo del Fondo 
de Reparación.  
 
Y finalmente la Ley de víctimas en el parágrafo primero del artículo 3º dispone que: 
“Cuando los miembros de la Fuerza Pública sean víctimas en los términos del 
presente artículo, su reparación económica corresponderá por todo concepto a que 
tengan derecho de acuerdo al régimen especial que les sea aplicable. De la misma 
forma, tendrán derecho a las medidas de satisfacción y garantías de no repetición 
señaladas en la presente ley”. No obstante, la mencionada ley en el inciso segundo 
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del artículo 10º  dispone  que: “En los procesos penales en los que sea condenado 
el victimario, si el Estado debe concurrir subsidiariamente a indemnizar a la víctima, 
el pago que este deberá reconocer se limitará al monto establecido en el reglamento 
correspondiente para indemnización individual por vía administrativa de que trata la 
presente ley en el artículo 132, sin perjuicio de la obligación en cabeza del victimario 
de reconocer la totalidad de la indemnización o reparación decretada dentro del 
proceso judicial”. Y seguidamente en el artículo 20 prohíbe la doble reparación y 
compensación en los siguientes términos: “La indemnización recibida por vía 
administrativa se descontará a la reparación que se defina por vía judicial. Nadie 
podrá recibir doble reparación por el mismo concepto”. 
 
Resulta importante atender al contenido de las normas transcritas en los párrafos  
anteriores, toda vez que se puede observar cómo las dos primeras resultan 
compatible con la norma internacional en cuanto al derecho que tienen las victimas 
de ser indemnizadas por su victimarios sin que ello aluda en ningún momento a la 
indemnización prestacional que la ley les reconozca en virtud  de los riesgos propios 
de su profesión, no obstante, pese a que la norma última está primordialmente 
dirigida a la reparación de las víctimas, se puede observar que en lo que respecta 
a la indemnización económica de los miembros de la Fuerza Pública es bastante 
confusa, toda vez que en principio deja la sensación que estos no podrían intentar 
obtener a través de un proceso penal la reparación por los daños sufridos con 
ocasión de la conducta delictiva de los miembros de los grupos armados al margen 
de la ley, mientras que las otras víctimas si, decisión que de una parte contraría uno 
de los elementos integradores del concepto de víctima, el cual es la generalidad.  
 
Sobre este particular, resulta fundamental ver como la Corte Constitucionalidad en 
sentencia C-456 de 1997, refirió: 
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“Los miembros de las Fuerza Pública, no sobra recordarlo, no agotan 
como servidores públicos su dimensión existencial. Ante todo, se trata 
de personas, y, como tales, salvo los derechos que la Constitución 
expresamente no les otorga, gozan de los restantes. El aparato estatal 
requiere del esfuerzo y concurso de los militares y policías, con el 
objeto de cumplir misiones tan esenciales como las referidas a la 
defensa del territorio, la independencia nacional, la democracia y los 
derechos fundamentales. No obstante, el miembro de la fuerza 
pública no termina absorbido por el aparato estatal, como lo pretende 
una visión deshumanizadora y contraria a la dignidad de la persona 
humana. En este orden de ideas, atentar contra la vida de un  miembro 
de la Fuerza Pública, no se concreta en la simple lesión de un valor 
institucional. Los militares y policías no son entelequias y, por tanto, 
el más elemental entendimiento de la dignidad humana, no puede 
negarles el carácter de sujetos pasivos autónomos de los agravios 
que desconozcan su personalidad y su vida.”  
 
Y posteriormente la misma Corte en sentencia C- 228 de 2002, se pronunció en los 
siguientes términos: “La “víctima” puede ser cualquier persona natural, sin más 
reclamos que la condición humana. 
 
Por otra parte y como se indicara anteriormente el artículo 3º de la ley 1448 de 2011 
al disponer que: “Cuando los miembros de la Fuerza Pública sean víctimas en los 
términos del presente artículo, su reparación económica corresponderá por todo 
concepto a lo que tengan derecho de acuerdo al régimen especial que les sea 
aplicable”, se están equiparando a las víctimas de delitos violentos como son las 
graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario y delitos internacionales 
con aquellos militares y policiales que han resultado lesionados o han fallecido a 
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consecuencia de un accidente de tránsito, accidente aéreo o accidente de trabajo, 
lo cual raya en la injusticia restaurativa por cuanto se trata de causas y eventos 
totalmente diversos. En efecto no es lo mismo haber sufrido una mutilación, 
afectación física psicológica o haber fallecido a consecuencia de un ataque 
indiscriminado, por crimen de guerra o a consecuencia de un acto constitutivo como 
delito de lesa humanidad o violando las normas del Derecho Internacional 
Humanitario dentro del marco del conflicto armado interno, que sufrir afectaciones 
físicas o psicológicas por la normal prestación del servicio activo.   
 
En igual forma, resulta preciso considerar como el parágrafo 1º del artículo 3º de la 
Ley de Víctimas en lo que refiere a la reparación de las victimas miembros de la 
Fuerza Pública, menciona medidas de satisfacción y garantías de no repetición 
expresadas en dicho texto legal, pero obsérvese que en el párrafo segundo del 
artículo  25  al  definir en que consiste el derecho de la reparación integral de las 
víctimas, hace más amplias estas medidas al disponer que las víctimas tienen 
derecho a ser reparadas de manera adecuada, diferenciada, transformadora y 
efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia de las violaciones de que 
trata el mencionado artículo 3°, y determina que la reparación comprende las 
medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 
repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Así 
mismo, dispone que cada una de estas medidas será implementada a favor de la 
víctima dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del 
hecho victimizarte. 
 
Como se puede observar, se trata acá de una diferenciación en perjuicio o 
discriminación por parte del legislador con respecto a las medidas que comprenden 
la reparación integral, cuando sencillamente homologan la indemnización 
prestacional de las víctimas que son miembros de la Fuerza Pública con la normal 
  
 
 
34 
 
 
 
reparación económica a que tienen derecho de acuerdo al régimen especial que les 
es aplicable. Indemnización que en modo alguno cubre de manera suficiente las 
medidas de restitución, indemnización y rehabilitación tanto para el militar o policial, 
como para sus familiares también consideradas víctimas del conflicto en los casos 
señalados por la ley. 
 
En éste punto específico resulta importante referenciar lo indicado por la autora 
Angelika Rettberg, quien luego de un complejo estudio e investigación llevado a 
cabo con el propósito de escuchar a las víctimas del conflicto colombiano, logró 
concluir: “Interrogadas acerca de sus tres formas preferidas de reparación, las 
personas encuestadas otorgaron mayor importancia al cubrimiento de sus 
necesidades económicas (45,5%) y al establecimiento de la verdad sobre los 
hechos (44%)… El que los responsables les pidieran perdón, obtuvo el menor 
porcentaje de respuestas”. (Rettberg, 2008). Resulta claro entonces que para las 
víctimas en Colombia el factor monetario resulta de primer orden al momento de 
pensar en términos de reparación integral, no pudiendo ser ajenas a dicha 
aspiración o satisfacción mínima las víctimas militares del conflicto armado en 
Colombia. 
 
De otra parte no debemos olvidar que en materia de Derechos Humanos las normas 
nacionales y su jurisprudencia deben ser coherentes con la normativa, convenios y 
la jurisprudencia internacional de acuerdo con lo señalado en el bloque de 
constitucionalidad, debiendo en consecuencia armonizar la ley 1448 de 2011 o Ley 
de víctimas con lo dispuesto en la Resolución 40/34, del 29 de noviembre de 1985 
y en la Resolución 60/147 de 2005 promulgadas por la Organización de las 
Naciones Unidas que establecen como uno de los derechos de las victimas el de 
ser reparado de manera adecuada, efectiva y rápida del daño sufrido; sin distinción 
alguna, ya sea de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacionalidad, opinión 
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política o de otra índole, creencias o prácticas culturales, situación económica, 
nacimiento o situación familiar, origen étnico o social, o impedimento físico. 
 
Ahora bien, el régimen especial indemnizatorio para las víctimas, miembros de la 
Fuerza Pública, al que refiere el parágrafo 1º del artículo 3º de la Ley de Victimas 
no es otro que el Decreto 1211 de 1990 para el caso de los Oficiales y Suboficiales 
de las Fuerzas Militares, el Decreto  1212 de 1990  “Por el cual se reforma el estatuto 
del personal y suboficiales de la Policía Nacional” y el Decreto 1213 de 1990 que 
regula  el personal de agentes de la Policía Nacional, los cuales ordenan el 
reconocimiento de una indemnización cuando sufran una disminución de la 
capacidad sicofísica o la muerte, haciendo una calificación de las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar en que ocurra la misma, de la siguiente manera: a) Simple 
actividad, b) En  misión del servicio o actos propios del servicio  y c) En combate. 
Indemnización que en muchos casos resulta ínfima si se tiene en cuenta el nivel de 
riesgo y las consecuencias que producen las situaciones propias de un conflicto 
armado interno cuando se han violado las normas del Derecho Internacional de los 
Conflictos Armados, llámese Derecho de la Haya y Derecho de Ginebra.  
 
Sobre este particular Mejia Azuero y Marín Ramirez hacen ver como en el año 2011 
la Ley de Víctimas y restitución de Tierras fue una valiosa innovación legal altamente 
democrática en la que participaron diversos sectores de la sociedad y un gran 
avance en materia del reconocimiento debido a las víctimas militares, pero en la que 
el legislador olvido tener en cuenta lo que en el año 2008 había ya indicado la Corte 
Constitucional a través de la sentencia C-1199, afectando notoriamente la justa 
reparación que deben tener las víctimas militares. Es así como señalan en su obra 
lo siguiente: 
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“…la reparación de las víctimas en los términos dados en el Titulo IV 
capítulo I, artículo 69 estableció que las medidas de reparación a favor 
de las víctimas que no son militares, propenderán por la restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 
repetición en las dimensiones individual, colectiva, material, moral y 
simbólica, las cuales serán implementadas dependiendo de la 
vulneración y características del hecho victimizante. 
 
Ahora, los miembros de la Fuerza Pública dentro del articulado 
encuentran una limitación al ejercicio de los derechos 
constitucionales, todo ello a partir de la lectura de la sentencia de la 
Corte Constitucional C-1199 de 2008, que dejó claro, por los cinco 
aspectos que tienen que ver con las medidas de reparación y el 
procedimiento para su reconocimiento, siendo estipuladas de la 
siguiente manera: La reparación es un conjunto integral de acciones 
encaminadas a borrar o desaparecer los efectos que sobre las 
víctimas han dejado los crímenes cometidos. Los servicios sociales 
comunes que presta el gobierno, así sea a personas que hayan sido 
víctimas de los delitos a que se refiere la ley 975 de 2005, no 
corresponden a alguna de las acciones a través de las cuales debe 
procurarse la reparación de las consecuencias nocivas del delito. 
 
Tres enunciados más se encuentran relacionados con las medidas de 
reparación y su procedimiento para su reconocimiento: En 
determinados casos se presenta la simultánea ejecución de ambos 
tipos de acciones. No es posible, en cambio, que aquellos puedan 
sustituir éstas (distinta intencionalidad, diverso título jurídico). 
Finalmente, resulta inadecuado plantear que la acción 
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gubernamental, en desarrollo de deberes de carácter general que al 
Estado atañen, pueda suplir la acción reparatoria. 
 
Por lo que en el 2008, la Corte Constitucional en ésta sentencia realiza 
un examen de la Ley de Justicia y Paz, definiendo que las víctimas 
para tener el derecho a la reparación tenían derecho a las acciones 
de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y las 
garantías de no repetición, observándose de ésta forma que el 
concepto de reparación no tenía en todo sentido, un contenido 
económico, porque además incluía aspectos necesarios para la vida 
y la existencia digna, como es la rehabilitación, el bienestar moral, 
salud física, que sin lugar a dudas no están incluidos en el régimen 
especial. 
Resarcir a los militares, limita entonces la aplicación de normas 
prestacionales del régimen especial, (sic) las cuales no fueron 
diseñadas para contemplar daños irreparables, morales, por acción o 
producto de la violencia. La anterior actuación indica que hubo 
omisión del pronunciamiento jurisprudencial dado por la Corte 
Constitucional en el año 2008, por parte de los legisladores. 
 
Por ésta razón, pierde el militar la oportunidad, con la redacción de 
éste artículo, de acceder al derecho de la reparación en calidad de 
víctima, a un conjunto integral de acciones encaminadas a 
desaparecer los efectos que sobre las víctimas han dejado los 
crímenes cometidos, trascendiendo la dimensión económica que da 
el mismo régimen especial, argumentado ello en que el militar cuando 
adquiere el status de victima también tiene derecho a las acciones 
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que la ley le concede a los civiles, como son que se les restablezca la 
salud, la autoestima y la tranquilidad.” (Mejia, 2015)            
 
Y qué decir de los colombianos que conforme a la ley 48 de 1993 tienen el deber 
patrio de prestar el servicio militar pero que no cuentan con un régimen 
indemnizatorio especial y resultan víctimas del conflicto armado interno. Sobre el 
particular el Consejo de Estado en diversas sentencias ha incorporado como 
solución en la jurisprudencia colombiana la figura de la doctrina francesa: 
indemnización “A Forfait”, la cual se explica en la siguiente nota de relatoría, así: 
  
“La jurisprudencia de la Sala ha precisado en distintas oportunidades 
el régimen de responsabilidad aplicable a los eventos de daños 
causados a los soldados que prestan el servicio militar en calidad de 
conscriptos, es decir, aquellos que son reclutados de manera 
obligatoria (soldados regulares, bachilleres, campesinos etc.) que se 
diferencia del régimen jurídico aplicable por los daños causados al 
personal de la fuerza pública y de los organismos de defensa y 
seguridad del Estado que ingresan de manera voluntaria (personal de 
soldados voluntarios y profesionales, suboficiales y oficiales, personal 
de agentes de la Policía Nacional, detectives del DAS, entre otros). 
En efecto, de tiempo atrás ha analizado la responsabilidad respecto 
de los conscriptos bajo el régimen objetivo del daño especial, 
determinado, por dos situaciones que deben concurrir: en primer 
lugar, por el rompimiento del equilibrio de la igualdad frente a las 
cargas públicas que se genera al ser incorporados, por mandato 
constitucional en los términos y salvo las excepciones consagradas 
por la Ley, a prestar el servicio militar de manera obligatoria, pese a 
que no todos los asociados están llamados a soportar tal situación y, 
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en segundo lugar, por las mayores contingencias a las que están 
sometidos en relación con los demás miembros de la sociedad, por 
consiguiente, cuando sufren desmedro físico o fallecen por razón del 
servicio, el Estado asume la obligación de reparar todos los daños 
antijurídicos que se causen con ocasión del mismo, pues el conscripto 
sólo está obligado a soportar la restricción relativa de los derechos y 
libertades que resultan inherentes del ejercicio de la actividad militar. 
La anterior situación no se genera, en principio, con el segundo grupo, 
es decir, con el personal de las fuerzas armadas que se vincula de 
manera voluntaria en virtud de una relación legal y reglamentaria, 
como sucede, por vía de ejemplo, con el personal de Soldados 
Voluntarios, Soldados Profesionales, Suboficiales y Oficiales, porque 
al elegir su oficio consienten su incorporación y asumen los riesgos 
inherentes al mismo, a su turno, la Entidad estatal brinda la instrucción 
y el entrenamiento necesario para el adecuado desempeño de sus 
funciones, por consiguiente, si se concreta el riesgo que 
voluntariamente asumieron se genera la llamada por la doctrina 
francesa indemnización a forfait de manera que, en principio, para que 
la responsabilidad estatal surja en este tipo de eventos, además del 
riesgo inherente a la profesión debe ocurrir un hecho anormal 
generador de un daño que no se está obligado a soportar, evento en 
el cual surge el derecho a reclamar una indemnización plena y 
complementaria a la que surge de la esfera prestacional, bajo el 
régimen general de la responsabilidad de la administración, con las 
connotaciones propias en relación con los elementos estructurales y 
las causas extrañas enervantes del fenómeno jurídico. La Sala ha 
precisado que la “indemnización a forfait” y la indemnización plena no 
son, en principio, excluyentes entre sí, porque la primera tiene una 
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causa legal, lo cual implica que debe pagarse de manera 
independiente a que la responsabilidad de la administración se halle 
o no comprometida por la ocurrencia de los hechos, en tanto la 
segunda tiene origen en la responsabilidad misma, proveniente del 
daño antijurídico que no está obligado a soportar el administrado. No 
obstante, en el caso de los conscriptos, cuando el daño tiene origen 
en irregularidades en la actividad de la administración, el análisis debe 
efectuarse a la luz del régimen general de responsabilidad civil 
extracontractual del Estado -falla en la prestación del servicio- y, en 
caso de no hallarse estructurada ésta, deberá acudirse a los demás 
regímenes para efectuar el correspondiente estudio.” (Nota de 
Relatoria, 2008). 
 
Conforme a lo señalado es claro entonces que mientras que para los soldados 
conscriptos, su vínculo surge por el cumplimiento del deber constitucional de 
defensa de la soberanía y la independencia de las instituciones públicas, el cual no 
detenta carácter laboral alguno y por consiguiente no goza de protección laboral 
predeterminada frente a los riesgos a los cuales se le somete en cumplimiento de 
su cometido constitucional, los soldados profesionales, Suboficiales y Oficiales si 
tienen un vínculo laboral que surge de una relación legal y reglamentaria 
consolidada a través del correspondiente acto administrativo de nombramiento y la 
consiguiente posesión del servidor y que goza de una protección integral de carácter 
salarial y prestacional,  
 
Así las cosas, es claro que si en principio la ley de víctimas es discriminatoria con 
los miembros de la Fuerza Pública en cuanto a reparación integral se refiere, lo es 
más aún con el personal de soldados regulares que por mandato constitucional se 
ven obligados a prestar el servicio militar. 
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De otra parte, no se puede perder de vista que las normas prestacionales que rigen 
a la Fuerza Pública solo prevén indemnización para aquellos eventos de 
disminución de la capacidad sicofísica, siempre y cuando su invalidez no sea inferior 
al 50% o en caso de muerte, sin olvidar que las normas prestacionales del régimen 
especial actual posee unos aspectos que no corresponden con la realidad social en 
razón a que el reconocimiento prestacional se base en un Principio de Jerarquía 
donde no se reconoce de manera equitativa o en igualdad de condiciones lo que 
percibiría por este concepto un soldado profesional, un Suboficial o un Oficial de 
baja graduación con lo que por ejemplo recibiría un alto oficial como lo sería un 
Coronel o un General, pues el Decreto 1211 de 1990, en el caso de los militares y 
los Decretos 1212 de 1990 o 1213 de 1990, en el caso de los Policiales, se 
fundamentan para estos conceptos en los salarios base y demás factores 
computables, los cuales varían y van aumentando de un grado al otro; así mismo, 
los eventos que cubre la definición de víctima en la norma internacional es mucho 
más amplia toda vez que incluye el sufrimiento emocional, pérdida financiera o 
menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de 
acciones violatorias de las normas internacionales de protección de los derechos 
humanos y del Derecho Internacional Humanitario aplicable a los conflictos armados 
internos como el que se vive en Colombia, de tal manera que en términos de justicia 
restaurativa debería darse una interpretación incluyente en favor de las victimas 
militares del conflicto armado teniendo derecho a una verdadera REPARACIÓN 
INTEGRAL por parte del Fondo Para la Reparación de las Víctimas de la Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, adscrita al Departamento para 
la Prosperidad Social, en condiciones de igualdad y no discriminación que el resto 
de las víctimas del conflicto armado. 
 
CONCLUSIONES 
  
 
 
42 
 
 
 
 
No se puede negar que la ley 1448 de 2011 o Ley de víctimas es un gran avance 
en el reconocimiento de los derechos de las víctimas del conflicto armado en 
Colombia, las que por muchos años han sido las grandes olvidadas del gobierno y 
la sociedad, permitiendo que sea viable la reconciliación y protección de hombres y 
mujeres que han sufrido algún tipo de daño, pudiendo a través de este instrumento 
legal tener la posibilidad de acceder a la atención y asistencia humanitaria, sobre 
todo al derecho de ser reparadas de manera integral.  
 
No obstante los grandes esfuerzos del gobierno por ajustar su normatividad interna 
– para el caso la ley 1448 de 2011- y del análisis realizado, se hace evidente en su 
articulado que algunos de ellos no cumplen con los estándares internacionales que 
sirvieron de base para su expedición, toda vez que de la redacción de las normas 
que hacen referencia a las victimas miembros de la Fuerza Pública se observa que 
es discriminatoria en cuanto a la reparación integral, cuando sencillamente los 
remite para estos efectos a un régimen especial, que no fue construido, ni diseñado 
para la reparación, como si lo contiene la normatividad para las demás víctimas, 
teniendo la víctima militar que acudir entonces a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo para obtener una reparación justa y equitativa por el daño sufrido en 
su salud física y/o mental, cuando sobrevive y su porcentaje de incapacidad es 
superior al 50% o sus familiares cuando fallece. 
 
Si bien es cierto la ley de víctimas no está dirigida a la situación punitiva de los 
victimarios, no es menos cierto que en la misma se reconoce como un derecho de 
las víctimas a la verdad, justicia y reparación. En este orden de ideas limitar el 
derecho a la indemnización económica de las víctimas, cuando son miembros de la 
Fuerza Pública, a la indemnización laboral que les concede su régimen prestacional 
es olvidar lo dispuesto en las normas y convenios de carácter internacional sobre 
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Derechos Humanos, debidamente ratificados por Colombia, lo cual deviene en una 
grave e inminente injusticia para las mujeres y hombres que siendo parte de las 
Fuerzas Armadas constituidas legal y constitucionalmente, portando valientemente 
el uniforme para garantizar la institucionalidad y la democracia colombiana, han sido 
víctimas de actos de barbarie cuando por una u otra razón no ostentan la condición 
de combatiente y son vilmente mutilados, torturados o masacrados, tratándose así 
de violaciones al Derecho Internacional de los Derechos Humanos y/o del Derecho 
Internacional Humanitario y por ende de homicidios en persona protegida o 
crímenes de guerra por parte de Organizaciones al margen de la ley. 
 
Conforme a lo señalado, resulta pertinente reiterar que el imperativo de justicia en 
los términos de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, si encuentra una 
diferencia marcada, entre la víctima militar y el resto de las víctimas, haciéndose 
necesario abrir el debate frente al tema del resarcimiento de los perjuicios del 
personal de la Fuerza Pública como víctimas del conflicto armado interno, al 
presentarse grandes vacíos que le permitan garantizar en su totalidad el acceso al 
derecho a la reparación de forma integral, puesto que no se trata solamente de su 
salud y desempeño laboral, sino de aspectos necesarios para la vida, como son las 
medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 
repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica 
entre otros, que garanticen su pleno bienestar y un trato digno, los cuales no se 
encuentran debidamente cobijados por el régimen especial, lográndose de manera 
efectiva el reconocimiento del status de víctima de los miembros de las Fuerzas 
Armadas como principio orientador de la legislación nacional, consecuente no solo 
con la realidad actual del País, sino con lo que jurisprudencialmente ha señalado la 
Corte Constitucional a través de su sentencia C-1199 de 2008, siendo así 
coherentes con las normas y principios reconocidos por Colombia en materia de 
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, cuando fijo los 
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parámetros que deben ser tenidos en cuenta al momento de establecer una 
verdadera reparación integral a saber:  
 
1) La reparación es un conjunto integral de acciones encaminadas a borrar o 
desparecer los efectos que sobre las víctimas han dejado los crímenes 
cometidos, lo que sin duda trasciende la dimensión puramente económica, e 
incluye, como elementos de comparable importancia, otro tipo de acciones, de 
efecto tanto individual como colectivo, que restablezcan la salud, la autoestima 
y la tranquilidad de las víctimas y de las comunidades a las que ellas 
pertenecen. 
2) La rehabilitación, tiene el propósito de procurar la recuperación de la salud, 
tanto física como mental, de las víctimas.  
 
3) Los servicios sociales comunes que presta el Gobierno, así sea a personas que 
hayan sido víctimas de los delitos a que se refiere la Ley 975 de 2005, no 
corresponden a alguna de las acciones a través de las cuales debe procurarse 
la reparación de las consecuencias nocivas del delito. 
  
4) Resulta inadecuado plantear que la acción gubernamental en desarrollo de 
deberes de carácter general que le compete al Estado, puedan sustituir la 
acción reparatoria, precisamente en razón a su distinta razón e intencionalidad, 
así como al diverso título jurídico que origina unos y otras. 
 
Conforme a lo anterior se plantean cuatro caminos que permitirían en términos de 
justicia garantizar una verdadera reparación integral para esas 8.239 víctimas 
militares, como son: Primero: La modificación del régimen especial prestacional en 
materia de reparación integral para las victimas militares con ocasión del conflicto 
armado interno dado que su expedición se basó en concepciones de la época, (año 
  
 
 
45 
 
 
 
1990) totalmente diferentes a las actuales y con una finalidad diversa. Segundo: Dar 
paso a la llamada Excepción de Inconstitucionalidad con respecto al inciso primero 
del parágrafo 1º del artículo 3 de la ley 1448 de 2011, para aplicar la reparación 
integral para las víctimas militares del conflicto armado interno en los términos del 
artículo 25 Ibídem conforme a los estándares internacionales y constitucionales del 
Principio de la Igualdad y no discriminación, de obligatoria aplicación en Colombia 
en virtud del Bloque de Constitucionalidad. Tercero: Demandar por inconstitucional, 
al ser violatorio del derecho a la Igualdad, ante la corte Constitucional el inciso 
primero del parágrafo 1º del artículo 3 de la ley 1448 de 2011, solicitando su 
declaración de inexequibilidad; ó Cuarto: Realizar una modificación legislativa de la 
norma en cita, de manera tal que se garantice el acceso al derecho a una verdadera 
y plena reparación en calidad de victima con acceso pleno al conjunto integral de 
acciones encaminadas a desaparecer los efectos que le han dejado a las victimas 
militares los crímenes que se han cometido en su contra y que le permitan 
restablecer no solo su salud física y psicológica, sino su autoestima y su 
tranquilidad, máxime cuando se trata de colombianos que han optado la profesión 
por vocación o que cumpliendo con su deber patrio prestan un servicio militar 
obligatorio para defender las instituciones políticas del mismo Estado Colombiano y 
que por una u otra razón se convierten en víctimas del conflicto armado interno que 
desafortunadamente ha tenido que sufrir nuestro País durante más de cincuenta 
años. 
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